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I.- INTRODUCCIÓN.


La orientación específica de la presente conferencia es evidentemente jurídica. Es por ello que he preferido exponerles unas líneas generales sobre la actual situación normativa de nuestro Derecho Marítimo en general, del que el transporte constituye el núcleo, pero sin que pueda deslindarse ni apartarse plenamente de los problemas que le rodean: la figura del naviero o empresario marítimo, el Capitán y la tripulación, los distintos contratos de utilización del buque mercante, el seguro marítimo, el abordaje, las averías y los accidentes y el salvamento en la mar, además de la cada vez mas trascendente inquietud respecto a la contaminación marina. A través de unas pinceladas impuestas por la brevedad, trataré de transmitirles la situación actual y futura de nuestro derecho vigente, las inquietudes del legislador y la forma en que se tratan de solucionar tragedias recientes en nuestra vida marítima como la del Prestige. Trataré también de no abusar en lo posible del tecnicismo jurídico, partiendo en que esta es una charla abierta a todos los que les preocupa el mundo del mar y no sólo a los juristas, aunque tampoco puedo olvidar mi condición.


De acuerdo con estos criterios desarrollaremos el proceso de reforma de nuestro derecho mercantil marítimo, puesto que hemos de centrarnos en el tráfico mercantil, sin que nuestro estudio abarque otros problemas como los del mundo pesquero o la navegación deportiva. Nos centraremos luego en el contrato de fletamento en particular y, por último, trataremos de reseñar brevemente por su actualidad la siniestralidad marítima y las cuestiones sobre contaminación, con referencia final obviamente a la problemática o incidencia de todos los extremos que tratamos en el ámbito marítimo de Canarias y en particular en ese emblema de su ciudad que es el Puerto de la Luz.

II.- LINEAS GENERALES DE LA SITUACIÓN ACTUAL Y DE LA REFORMA DE LA NORMATIVA MERCANTIL MARÍTIMA.-

Si hay alguna rama tanto en los ámbitos jurídico públicos como, sobre todo, en los privados mercantiles, que ostente la nota característica del internacionalismo es el derecho de la navegación y más concretamente el derecho marítimo. Nota que quizás pudiéramos denominar de universalismo y que acompañaría a las de particularismo y autonomía que tradicionalmente lo califican junto a la de estar inmersa la ciencia de este derecho en la tradición. Aún está vigente aquel famoso ensayo de D. Antonio Polo cuyo título era profundamente expresivo y que era el de “Tradición y modernismo en el Derecho Marítimo”.

El tema de esta conferencia debe estar canalizado por los parámetros de esas características a los que hay que unir uno más, que hablamos de evolución o reforma y llevamos hablando de reforma desde que D. Joaquín Garrigues decía que el Libro Tercero del Código de Comercio de 1885 estaba previsto para la navegación a vela. Y la reforma ya parece que llega, mas evidentemente su velocidad de crucero es de muy pocas millas por hora. Incluso lo que parecía que concitaba unas mayores urgencias, como son las Reglas de Hamburgo, tampoco encuentra acuerdo de voluntades.

En esta primera introducción y sin perjuicio de lo que tratemos de estructurar en nuestra exposición mas detenida, vamos a limitarnos a unas primeras líneas generales y en ellas tenemos que aludir, en primer lugar, a la tendencia a realizar las modificaciones legislativas en materia de transporte marítimo y otras interrelacionadas con el derecho mercantil marítimo por la vía de las leyes especiales, de las que tenemos desde hace algunos años varios Anteproyectos, los cuales, al parecer, sin que tengamos confirmación oficial, van a refundirse, lo que nos parece oportuno en un solo Anteproyecto de la Ley de Navegación Marítima, en el que confluirán los precedentes: En particular, el de Contratos de utilización del buque; el que contempla el Seguro marítimo; el previsto sobre Limitación de la responsabilidad nacida de reclamaciones de derecho marítimo y otro sobre Accidentes de la navegación marítima, pendiente, de revisión en sus aspectos procesales. Los dos primeros Anteproyectos fueron publicados ya por el Ministerio de Justicia en 1996. El primero regula en un único texto, con un carácter dispositivo, como han recordado nuestros mejores maritimistas (Menéndez, Arroyo, Sánchez Calero, Soroa o Iglesias Prada) los contratos de arrendamiento, fletamento en sus diversas variedades, pasaje y remolque, construyendo un único marco legal en el que encajarían los modelos y tipos de contratos y pólizas habituales en el mercado internacional, integrando asimismo los Convenios Internacionales sobre la materia ratificados por España.

El Contrato de Seguro Marítimo, también se enfoca con ámbito dispositivo en su Anteproyecto, siendo ésta una de las peculiaridades diferenciales respecto del tratamiento de la Ley 8/80 de Contrato de Seguro en el ámbito terrestre. Se tiende entonces a que la autonomía de la voluntad quede mas, si no amparada, si resguardada en el ámbito marítimo, tal vez con ánimo de proveer a un reconocimiento más evidente de la igualdad de partes, intereses y empresas en el seno de las relaciones jurídico económicas vinculadas a la navegación.

Por último, el ámbito del tercero de los tal vez ya antiguos Anteproyectos, el de limitación de la responsabilidad por reclamaciones marítimas y por accidentes de navegación incluye el tratamiento de dos núcleos de atención: Por un lado se regula la limitación de responsabilidad por reclamaciones marítimas, superando la idea tradicional de atribución de la limitación de responsabilidad al naviero y al propietario del buque, con extensión a otros sujetos relacionados con la actividad de navegación, incorporando las normas del Convenio de Londres de 1976. De otro lado, se trata de regular los accidentes de navegación, en relación a los cuales se contemplan de forma particular el abordaje, de conformidad con el Convenio de 1910 y la avería gruesa, respecto a la cual se integran las Reglas de York y Amberes a las que podrán seguir sometiéndose los interesados, añadiendo una regulación complementaria para facilitar la interpretación y prevenir posibles riesgos de desviación sobre la aplicabilidad de las propias Reglas. En relación a la contaminación por hidrocarburos, se hace una remisión al Convenio de Bruselas de 1919 y a sus protocolos modificativos. Por último, en cuanto a salvamento marítimo, se homologa nuestro ordenamiento con el Convenio de Londres de 1989 de manera que no va a existir una regulación distinta en el ámbito nacional ni en el ámbito internacional. Sobre las pautas a seguir vamos a citar las siguientes siguiendo a la mejor doctrina antes referenciada:

a) Necesidad de caracterizar al empresario marítimo como titular de una actividad de explotación de uno o varios buques, es decir, analizar la empresa de navegación como lo que es desde hace muchas décadas, olvidando la idea de un naviero persona física que parece latir en el Código de Comercio y de la titularidad sobre un solo buque, sin perjuicio de que es preciso proyectar sobre esta realidad los aspectos de limitación de responsabilidad.

b) Asumir la necesidad de concordar el Código de Comercio y la normativa que sustituya las diversas partes de su Libro III con la Ley de Puertos y el Real Decreto sobre abanderamiento, que ya incorporan la distinción entre el propietario y en naviero con lo cual nos encontramos con un Código de Comercio que tiene una delimitación conceptual distinta del ordenamiento jurídico administrativo marítimo. En este orden, debe también acogerse la figura de las sociedades administradoras de buques, que hoy asumen gran parte de las funciones del naviero internacional y que son conocidas como sociedades de shipmanagement.

c) Habrá de prestarse atención también a los denominados Consorcios Marítimos, que agrupan navieros para la explotación conjunta y racional de un servicio de transporte y a la figura de operador de transporte multimodal que opera como naviero con buques ajenos y que ya se encuentra atendida en la Shiping Act norteamericana de 1984.

d) Conviene asimismo regular las empresas auxiliares de la navegación, como tales empresas y no con la caracterización individualizada con la que figuran en nuestra vieja regulación. Nos referimos a los corredores marítimos, transitarios, consignatarios, empresas de carga y descarga o de estiba y desestiba, etc., individualizando sus funciones, sin perjuicio de que en muchas ocasiones correspondan a una empresa única, pero con responsabilidades diversas en cada una de las fases de sus trabajos. En este orden suelo aludirse a que convendría tener presente el Convenio de las Naciones Unidas sobre la responsabilidad de los empresarios de terminales de transporte de comercio internacional.

e) En esta misma línea, habrán de reflejarse las relaciones del naviero con sus colaboradores internos y hay que contemplar al Capitán hoy estrictamente desde el ámbito de sus funciones técnicas, al haber desaparecido en la práctica las comerciales.

f) En lo que se refiere al buque, es preciso cubrir el vacío legal que nuestro sistema jurídico tiene el contrato de construcción y valorar la conveniencia de ajustar la compraventa en el derecho interno a las pautas y reglas de la compraventa internacional de buques. Atención especial debe merecer la regulación de los créditos privilegiados. El Convenio de Ginebra de 1993 sobre privilegios marítimo e hipoteca naval debe incorporarse a nuestra legislación, mucho más partiendo de que en su artículo 4 permite la introducción de otros privilegios distintos a los que en él se reproducen, con el carácter de privilegio de segundo orden. De esta manera, podría conseguirse un estímulo para el crédito hipotecario naval y para el crédito marítimo en general. También, en relación al buque, debe atenderse a la posibilidad de complementar y estructurar los aspectos registrales, acabando ya definitivamente con los problemas derivados del denominado registro marítimo en paralelo con el registro mercantil, hoy identificado dicho registro marítimo en el artículo 75 de la Ley de Puertos como Registro de Buques y Empresas Navieras. Ello facilitaría que las reglas de limitación de responsabilidad extensibles a quienes no tienen títulos de propiedad con el buque pudieran ser acogidas por sus respectivos titulares, siempre inscritos como empresas navieras en este lugar.

III.- CONSIDERACIÓN ESPECIAL DEL FLETAMENTO: ARRENDAMIENTO, TIME-CHARTER, FLETAMENTO ORDINARIO Y TRASPORTE DE MERCANCÍAS POR MAR EN RÉGIMEN DE CONOCIMIENTO.- LA IDEA UNIFICADA DE FLETAMENTO EN RELACIÓN AL CONCEPTO DE TRANSPORTE.-


La idea de que la regulación de las diversas formas de fletamento gire jurídicamente alrededor de la finalidad del transporte de mercancías por mar es relativamente reciente en nuestro Ordenamiento jurídico. El C, de C., vigente regula el contrato de fletamento de los arts. 652 y sigs.  A dicha normativa hay que añadir la que regula el transporte internacional de mercancías por mar en régimen de conocimiento de embarque, que se contiene en la Ley de 22 de Diciembre de 1949, que incorporó las normas del Convenio de Bruselas de 1924, modificado por los Protocolos de Bruselas de 23 de Febrero de 1968 (Reglas de Visby) y de Londres de 21 de Diciembre de 1979. Este conjunto de normas son aplicables: las primeras al contrato de fletamento por viaje y las segundas al transporte de mercancías, que no sea de cabotaje, documentado en un conocimiento de embarque o título semejante. Junto a dicha regulación habría que situar el denominado fletamento por tiempo (Time-Charter) que constituye un contrato que tiene por objeto la navegación del buque, durante un cierto tiempo, a cambio de una contraprestación económica (flete), conforme a la definición de Arroyo. La naturaleza jurídica de éste último no es estrictamente la de arrendamiento de buque, entendido éste como cesión al fletador de la posesión y de la dirección náutica del buque, toda vez que en la figura arraigada en el comercio marítimo de Time-Charter, el armador fletante conserva la posesión del buque y el control náutico de los viajes ordenados por el fletador dentro de las condiciones estipuladas en el contrato, y el fletador, con la puesta del buque a su disposición, solo adquiere la utilización o disfrute de éste para el transporte que realiza por su cuenta. La jurisprudencia (STS de 1.04.1995) avala esta tesis de separación entre el fletamento y el arrendamiento, aún asumiendo la cercanía que en el caso especial descrito del Time-Charter, regulado contractualmente por la póliza BALTIME serán semejantes.


Volviendo a la regulación de nuestro derecho interno, digamos que en nuestro venerable Código de Comercio y en las restantes normas citadas mas arriba no encontramos una regulación del contrato de fletamento por tiempo ni del arrendamiento, siendo una necesidad su inclusión, tal como se ha hecho por el Anteproyecto de Ley de contratos de utilización del buque, hoy integrado en el aludido Anteproyecto general que contempla en su conjunto la navegación por mar. Así se cubrirá la laguna legal de la que hablaba Girón Tena (“Problemas en torno al estado actual de nuestra legislación marítima”, en 1975) sin embargo, todavía desconocemos si en una de las partes que sí están reguladas, el contrato de transporte en régimen de conocimiento de embarque, se asumirán en algún momento las Reglas de Hamburgo, aprobadas en la Conferencia de las Naciones Unidas celebrada en dicha ciudad en 1978; Convenio que ya ha entrado en vigor en bastantes países y que fue suscrito por España pero que no ha sido ratificado hasta el momento. Ciertamente, las reglas superan el Convenio de Bruselas de 1924 y, por tanto, nuestra Ley de 1949, en el sentido que instalan un mayor reparto de riesgos promoviendo una ordenación jurídica mas favorable para los cargadores apoyándose, por tanto, a los países menos desarrollados en los que predominan mas los intereses de la compra que los de la venta. También las Reglas de Hamburgo suponen un esclarecimiento para la distinción a efectos de regulación de la naturaleza del contrato, matizando las fronteras determinantes de la relación jurídica entre porteador y cargador.


Nos declaramos a favor, al menos desde un punto de vista de ordenación de nuestro derecho, de una idea unificada de fletamento vinculada al hecho del transporte. Dicha solución ha sido combatida en parte por Arroyo y la doctrina europea. Explica Sánchez Calero que la evolución sufrida en el derecho nórdico y en el alemán es paralela a la del portugués que en un Decreto Ley de 21 de Octubre de 1986 ha distinguido claramente entre el fletamento y el transporte, a diferencia del Código de Comercio de 1888. Luego han promulgado la Ley sobre contrato de fletamento, el 29 de abril de 1987 al que definen como aquel en el que el fletante se obliga a poner una nave a disposición del fletador por parte de ella, para fines de navegación, mediante retribución pecuniaria denominada flete. Configura sus normas como de derecho dispositivo y tiene tres modalidades: por viaje, por tiempo y a casco desnudo. En la por viaje se vincula al transporte de mercancías. En la por tiempo la gestión náutica corresponde al dueño fletante. En la a casco desnudo la gestión náutica corresponde como la comercial al fletador no propietario. 

Estos Códigos, portugués y nórdico, han mantenido la separación. Nosotros hemos seguido en los Anteproyectos y suponemos que también en el Anteproyecto de Ley Unificada que se anuncia, a la Ley Alemana de 5 de Febrero de 1976, ley derogada tras la reunificación. Esto parece que quita actualidad a los Anteproyectos, además de que habría que contrastarlas con las Reglas de Hamburgo, cuyo artículo 1.6 dice “las disposiciones de la presente  Convención no se aplican a los contratos de fletamento”, aunque alude al conocimiento emitido en virtud de un fletamento, en la misma línea que las reglas de la Haya, de lo que se puede deducir que hay transportes marítimos fuera del concepto estricto del contrato de transporte y vinculados a un contrato de fletamento, pero que no todo contrato de fletamento se vincula necesariamente con la obligación del fletante de realizar un transporte que, entre otras cosas, puede correr a cargo del propio fletador.


Parte de la doctrina piensa que la revisión que hicieron los Países Nórdicos en 1994 y la evolución de Italia, Francia y Portugal que tenían Códigos de Comercio similares al nuestro, pudiera hacer modificar nuestra concepción.

De cualquier modo, a grandes rasgos entendemos que ha llegado la hora de establecer en este punto las siguientes cuestiones esclarecedoras:

a) Al margen de la identificación en abstracto de todas las figuras con el hecho del transporte, se perfila la necesidad de la regulación específica del Time-Charter, como contrato de fletamento por tiempo, integrando en el mismo la ya tradicional delimitación de obligaciones entre las partes conforme al criterio de las pólizas ya asumido en nuestras relaciones comerciales.

b) Regulación del fletamento con identificación del mismo como contrato de transporte de mercancías por mar.

c) Definir de manera definitiva el contrato de transporte de mercancías en régimen de conocimiento, con integración de las Reglas de Hamburgo.

IV.- OTRAS CUESTIONES TRASCENDENTES DEL TRANSPORTE MARÍTIMO.- SU AFECTACIÓN A LAS AUTONOMIAS Y, EN PARTICULAR, A CANARIAS.


Con ser importante la evolución legislativa que estamos planteando, no debemos olvidar que los accidentes marítimos y la catástrofe del “Prestige”, ha afectado en tal medida al Derecho Marítimo en general y al transporte por mar en particular, que la reflexión y la orientación de los problemas a evitar este tipo de catástrofes parece ocupar y obsesionar al hombre de mar y a su través al legislador de manera imperiosa.


Hace ahora los años, justo en las fechas comprendidas entre el 14 y el 16 de Noviembre de 2002, tuve el honor de participar en esta misma ciudad en un Congreso Internacional sobre el futuro del Salvamento Marítimo. Durante su celebración tuvimos noticia de la primera fase de la catástrofe del tristemente famoso petrolero. Poco después, al establecer las conclusiones de mi ponencia, enumeraba las siguientes, que ahora resultan vigentes, sobre este tipo de riesgos.
1º) La primera y sin duda esencial urgencia tras la utopía del “nunca más”, que, desde luego, ojalá se consiguiese, es la prevención [Cfr. ARROYO: “Algunas lecciones del naufragio del “Prestige”, en el diario EL PAIS, 28.11.2002; pág. 23. También: ALCÁNTARA: “La bestia ataca de nuevo en la Costa da Morte”, EL PAIS, 21.11.2002.] en cuyo ámbito se deberá obligar al uso del doble casco en navegaciones con riesgos contaminantes, alejar las vías de tráfico marítimo de la costa y lugares mas sensibles; determinar los requisitos de máxima exigencia a las Sociedades de Clasificación de Buques, para petroleros y transportes marítimos de hidrocarburos; establecer puertos de refugio en las rutas usuales y promover acuerdos bajo las actuaciones de la OMI, UNCITRAL, etc, creando las bases para una unificación universal de exigencias y requisitos para estos buques y este tipo de navegaciones. En este orden, parece esperanzadora la reacción que comienza a promoverse en los cimientos de la Administración Marítima Española. Nos referimos al contenido del importante Real Decreto Ley 9/2002, de 13 de Diciembre (BOE nº 299, de 14.12.2002) por el que se adoptan medidas para buques tanques que transporten mercancías peligrosas o contaminantes, disposición ésta en la que se formula la “necesidad de convertir la seguridad marítima en una prioridad en sí misma”. La disposición prohíbe a los buques petroleros de casco único entrar en puertos españoles, terminales o en zonas de fondeo, cualquiera que sea la bandera que enarbolen. 

2º) Aunar esfuerzos entre las grandes organizaciones internacionales, en particular en la U.E., dirigidos a establecer una normativa unitaria vinculante y obligatoria respecto a todas las normas internacionales sobre contaminación marítima. En España, en particular, ha de ratificarse el Convenio de Londres de 1989 al que antes hacíamos constante referencia. Dichos acuerdos han de concretar la creación de fórmulas complementarias a las existentes. La insuficiencia de coberturas económicas y fondos específicos actuales es patente aunque se ponderó su necesidad y desarrollo en algunos Convenios Internacionales de los que España es parte en materia de contaminación por hidrocarburos. Y se ha puesto de relieve en la catástrofe del MAR EGEO, al percibirse cuantías inadecuadas y a los diez años del accidente.

3º) Actuaciones legislativas disuasorias: Es preciso que las vías de ejecución de responsabilidades penales, que en muchos casos no deben ser precisamente para imputar al Capitán y la tripulación (casi siempre chivos expiatorios) y civiles, sean conocidas, aplicadas y ejecutadas y que constituyan un auténtico baluarte de disuasión para quienes no cumplan las rigurosas medidas de seguridad que se implementen, ya sean Constructores Navales, Navieros propietarios, Navieros en “time charter” o en fletamento ordinario, Arrendatarios de buques, Sociedades de Clasificación, Inspectores de Despacho de Buques y Seguridad Marítima o Aseguradores. Quizás los principios de limitación de responsabilidad tengan que ser revisados en esta parcela de la disciplina marítima. Y ello ha de ser así aunque como consecuencia de todo lo expuesto se encarezca el “oro negro”, por cuanto sin mar no hay vida y la marea contaminante es creciente e inacabable.

4º) Unificación universal de las conciencias: Solidaridad internacional ante un problema que no es solo de todos los países ribereños, sino de todos los seres humanos. Actuación conjunta de los operadores marítimos y profesionales del mar, revisando en lo posible la problemática de los pabellones de conveniencia, las dotaciones no técnicas, ni mínimamente preparadas, la admisión y el despacho en puertos y el control de tráfico marítimo en todos sus matices, porque aunque toda regulación y mucho más si es omnimoda quebranta las libertades, será infinitamente mas grave que alguna vez perdamos el derecho al uso de la mar.

5º) Y, por último, una breve reflexión doméstica. La coordinación entre Administraciones es imprescindible y la planificación que permita disponer de buques públicos o privados en las emergencias debe estar siempre presente. Lo de menos en situaciones de esta gravedad es la forma o condiciones en que se presta la asistencia o se verifica el salvamento. La actuación conjunta y eficaz de servicios públicos e interesados particulares ha de coadyuvar a la consecución del fin. Luego se dilucidarán derechos y responsabilidades. Pero, para obtener dicha eficacia, no sirve la improvisación. No basta con que llegado el caso se adopten medidas. Hay que haber estudiado y planteado antes que decisiones se han de promover en tales supuestos, así como garantizar la seguridad marítima. En todo caso ha de reconocerse la enorme complejidad del problema y las prolongadísimas dificultades que conlleva, al tener que conjugar las soluciones nacionales e internacionales. Por eso, de cara al futuro – el “Prestige” ya tiene pocos remedios imaginativos – solo cabe una palabra en lo técnico, en lo económico y en lo jurídico: prevenir. 


El legislador no ha permanecido ajeno a inquietudes similares a las que nosotros exponemos. El R.D. 253/2004, de 13 de Febrero ha establecido medidas de prevención y lucha contra la contaminación en las operaciones de carga, descarga y manipulación de hidrocarburos en el ámbito marítimo y portuario. Trata de atajar el riesgo potencial de accidentes con derrames de hidrocarburos en la mar durante las expresadas operaciones, tratando de cubrir especialmente los riesgos de las terminales de las refinerías o las maniobras de suministro de combustibles en fondeaderos, muelles de los puertos españoles. Es una forma de aplicar en ese punto el Convenio Internacional sobre cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos de 1990, ratificado por España en 1993. Se desarrolla también el art. 6.1.f) de la Ley 27/1992, de 24 de Noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, en relación con el art. 86.2 de la misma Ley y con el art. 60 de la Ley 22/1988, de 28 de Julio, de Costas.


Mucho más habrá de legislarse probablemente, sobre todo, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas en la parte que les corresponda han de luchar contra una serie de problemas que pueden hacer que el transporte marítimo siga siendo un riesgo potencial. Nos referimos a que no hay todavía solución a la problemática de las tripulaciones sin título, sin expertos en las cuestiones mas esenciales, a los barcos fantasmas, con inspecciones superficiales trivializadas cuyas máquinas no ofrecen garantías, a los petroleros sin doble casco, a los atraques en lugares en donde no se produce inspección portuaria o, lo que es peor, en los que se asume como bueno un estado lamentable de buque, un rol incompleto o una tripulación sin preparación, sin revisiones serias y con extensión de certificaciones con toda facilidad. Hasta se habla de puertos interesados en recibir mas tráfico marítimo, a cuyo efecto ofertan una inspección de buques de perfiles bajos. Tampoco hemos solucionado nada sobre banderas de conveniencia, sistema de tránsito incontrolado de capitales que no representan a titulares reales y a empresarios responsables. Si ocurre algo la bandera de Liberia oculta un naviero nacionalizado en Panamá, un Capitán contratado en Madeira y una relación de transporte originada en cualquier país de Africa entre partes difusas. Hasta la determinación de la jurisdicción competente constituirá el grave problema y tristemente las responsabilidades económicas no serán sencillas de cubrir. Si no se han constituido los fondos a los que aludíamos con anterioridad por las organizaciones internacionales serias, difícilmente existirá cobertura para las responsabilidades civiles ocasionadas.   


Y las Comunidades Autónomas no son ajenas a estas inquietudes. Los puertos  de estas benditas Islas, con un tránsito en buques de pasaje de los mas altos del mundo necesitan seguridades y previsiones especiales. La Comunidad Autónoma de Canarias asumió desde el Real Decreto 284/1995, de 24 de Febrero el traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado en materia de transporte marítimo, con exclusión de las competencias que tiene el Estado de conformidad con el art. 149.1.20 en materia de Marina Mercante y abanderamiento de buques, iluminación de costas y señales marítimas y puertos de interés general, además de la Competencia Estatal en materia de legislación mercantil. Tras estas exclusiones, el Estatuto de Autonomía de Canarias, aprobado por LO 10/1982, de 10 de Agosto dispone en su art. 34.A 5ª que la Comunidad asume la competencia legislativa y de ejecución en materia de transportes en lo transferido. En ese punto la Comunidad autoriza, modifica o extingue la creación y funcionamiento de líneas regulares de transporte marítimo entre sus puertos, además de facilitar información, que será recíproca con el Estado, sobre líneas de transporte. En el mismo sentido, hay una normativa de desarrollo posterior y se controlan las líneas insulares regulares de cabotaje, además de la inspección, control y régimen sancionador de la actividad del transporte marítimo.  


En particular, quisiera destacar también la aplicación y desarrollo de otra norma estatal reciente, en RD 209/2004, de 6 de Febrero, en el que se modifica el RD 1247/1999, de 16 de Julio, sobre Reglas y Normas de Seguridad aplicables a los buques de pasaje que realicen travesías entre puertos españoles. También hay que pensar, desde este punto de vista, en el cumplimiento preciso de los elementos salvavidas y de rescate, en lugares como el que nos encontramos en que este tipo de navegación forma parte de nuestra vida cotidiana.


Por último, me van a permitir una exhortación. Tienen ustedes uno de los más hermosos, seguros y útiles puertos de España. El ámbito portuario es trascendental en la España insular, pero es que en su caso ustedes disponen del primer puerto de tránsito español y uno de los primeros de Europa, lo que le convierte en lugar de estadías, centro regulador del tráfico y, también, centralizador de ciertos riesgos. Es además, importante como puerto de carga y descarga y especialmente de pasajeros, constituyendo el primer lugar que pisan de estas islas afortunadas gran parte de nuestros visitantes. Viene a ser así la primera muestra del cosmopolitismo de la ciudad, que cada vez debe mirarse más en él, amarlo, cuidarlo, respetarlo y conseguir su mas absoluta seguridad frente a posibles riesgos a los que nos hemos referido hoy. Yo quisiera que ustedes pensaran en su puerto como lo ha hecho Fernando Martín Galán en su libro “Las Palmas, ciudad y puerto”. Cinco siglos de evolución. (publicado por la Fundación Puerto de Las Palmas y cuya última edición es de 2001.) Con sus palabras quisiera cerrar para su descanso este trabajo: ...“Nuestra Las Palmas de Gran Canarias es Ciudad, Puerto y Mar. Se oyen, y se huelen, suspiros de mar siempre..., salitre, sebas, sirenas de buques que avisaban de la entrada o la partida, efluvios de viejos petróleos en aguas de los muelles, mareas de “reboso”, herrumbres de naufragios o pescadores de soledades acompañadas por olas perpetuas en húmedas madrugadas... Puerto, marinero siempre. Las Palmas, aunque de inclinación olvidadiza, Ciudad del Mar”. 
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